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libertad de prensa, desarrolla acciones para la protección de periodistas y lucha por mejores condiciones laborales para el 
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1. Colombia: ¿Auténtico Estado de Derecho? 

 

La situación de derechos humanos en Colombia es crítica. El 10 de enero de este año, se 

presentó la primera masacre de un total de doce que van durante el 2021, que según 

cifras de Indepaz, ya tiene 39 víctimas, las que se suman a las 91 masacres2 ocurridas el 

año pasado y que dejaron 381 muertes perpetradas en diferentes partes del país donde 

el conflicto sigue latente. Asimismo, pese a haberse firmado el acuerdo de paz en 2016, 

250 ex combatientes de la FARC han sido asesinados (64 en 2020 y más de 20 en el 

nuevo año. El panorama violento no cesa y pareciera incontrolable, pues además matan 

a un líder social casi a diario (310 en 2020). 

 

Aunado a lo anterior, existe una guerra por el control territorial por parte de grupos 

armados ilegales, con un agravante como la pandemia por la Covid 19, la 

estigmatización de la labor de los defensores de DDHH y del medioambiente, lo cual 

conforma el retrato, no simplemente numérico, sino de miles de rostros humanos 

víctimas frente a un Estado débil en la garantía de derechos fundamentales a la vida, a la 

paz y a libertad de expresar el pensamiento, como a defender causas sociales.  

 

Ahora surge la pregunta si realmente Colombia es un Estado de Derecho, lo cual 

idealmente debería contar con la garantía de libertades fundamentales y la división de 

las tres ramas del poder: Legislativa, Ejecutiva, y Judicial; no obstante, preocupa que las 

decisiones de Gobierno puedan favorecer a la uniformidad del poder, lo cual no es 

propio de una democracia que requiere de pesos y contrapesos.  

 

La Federación Colombiana de Periodistas - Fecolper – en su informe anual recoge 

brevemente este contexto violento y de falta de garantías, ya que incide directamente en 

el ejercicio libre de la profesión, enmarcado también por los efectos de un Proceso de 

Paz sin consolidarse, en consecuencia de la implementación a medias de los Acuerdos, 

como por la inestabilidad de los medios de comunicación, las amenazas y ataques, la 

victimización de la protesta social, los cientos de obstáculos para la cobertura de temas 

relacionados con la corrupción, narcotráfico, cultivos ilícitos, minería ilegal, conflicto 

armado, restitución de tierras, grupos armados o de la misma construcción de paz, 

factores que siguen convirtiendo al periodismo en una profesión de retos y riesgos. 

 

                                                           
2 Definición de Masacre: Cuando tres o más personas son asesinadas en el mismo lugar y momento y por 

el mismo presunto perpetrador (ONU) 



 

“Hay una evidente regresión en las causas de la violencia; los espían con la forma 

tradicional y al tiempo se adaptan a los fenómenos de las redes sociales para perfilar a 

los periodistas con la medición de audiencias en Twitter. No paran tampoco las 

estigmatizaciones emitidas por líderes políticos que señalan a los periodistas de 

desinformar, dañar la democracia y polarizar, pero al mismo tiempo hay periodistas que 

toman partido y alimentan la estigmatización”, analiza Adriana Hurtado, presidenta de 

Fecolper. 

 

El 2020 se caracterizó por un aumento de violaciones al trabajo periodístico, evidenciado 

en más de un centenar de amenazas, intimidaciones, perfilamientos, interceptaciones 

ilegales e incluso el acoso judicial contra medios y periodistas, en lo que pareciera tener 

como objetivos amedrentar, silenciar y/o imponer opiniones por encima de hechos e 

intereses a costa del bien común.  Todo lo cual se acentúa con la pandemia de la Covid 

19, la cual revela y recrudece la situación de los periodistas colombianos. 

 

Así las cosas, Colombia sigue siendo un país con un alto registro de riesgo asociado a la 

práctica del periodismo, lo cual se sustenta en la creciente agresividad, violencia e 

intolerancia contra profesionales de la información, que en la mayoría de los casos 

incluye al Estado y se manifiesta a través de distintas formas de censura, estigmatización 

y persecución de los mismos, contrariando su obligación de garante de la actividad 

periodística, tal como se consigna en la Constitución Política nacional y en los acuerdos 

internacionales. 

 

2.  Periodismo en pandemia: la realidad en su 

máxima crudeza 
 

La pandemia de la Covid 19 ha sido para el gremio de periodistas sinónimo de muerte, 

cierre de medios, dificultades de subsistencia y revelación de un “virus” de indiferencia 

por su labor, develando que poco cuenta para las autoridades. En primer lugar, puso en 

evidencia y profundizó la situación de vulnerabilidad socioeconómica de la mayoría de 

periodistas “independientes”, como de los medios de comunicación de provincia y 

Región, principalmente, situación que ya había sido estudiada y por la Fecolper3 en el 

“Informe Periodismo: Trabajo Indecente”, en el que se revelaba que el 79% de 1.200 

profesionales encuestados subsistían de la publicidad. 

 

                                                           
3 Ver Informe Periodismo: Trabajo Indecente (Fecolper, 2020)  
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En segundo lugar, en razón a la pandemia se emitieron disposiciones del orden nacional 

y con repercusiones locales que agudizaron la precariedad económica del gremio en las 

regiones,  como la Directiva 16 del 22 de abril de 2020 de la Procuraduría General de la 

Nación, la cual dirigida a ordenadores del gasto del sector oficial consideró la 

contratación publicitaria como no necesaria, en la que administraciones municipales y 

departamentales se respaldaron para no contratar los servicios de cientos de periodistas 

y que aún sigue vigente en departamentos como Arauca, razón por la que Fecolper 

sentó su posición e hizo varias recomendaciones al ente, pero sin cambio sustancial 

alguno. 

 

En tercer lugar, la pandemia confirmó en Colombia que las autoridades no han 

considerado al periodismo como un servicio esencial que coadyuva la democracia.  

Fecolper, articulada con cinco gremios de periodistas más, solicitó al Presidente de la 

República, Iván Duque a través de 10 puntos principales atención especial a periodistas 

en tiempos de pandemia, ya que su labor es soporte del Estado de Derecho, sin 

respuesta alguna a casi un año del inicio de medidas.  

 

Asimismo, se hicieron gestiones ante el sector bancario en busca de obtener un alivio en 

medio de la crisis económica y hallando que existen planes de financiación para 

microempresarios con enfoque igualitario para todos, no obstante, la situación de 

muchos periodistas es crítica por lo que se les ha hecho imposible acceder a créditos. 

 

En ese sentido el Gobierno colombiano careció de acciones diferenciales para los 

periodistas, a los que se les dice que prestan un servicio esencial para la sociedad, pero 

el virus de la indiferencia sigue siendo constante, por lo que no se ha traducido en 

acciones de mejoramiento de las condiciones laborales y económicas. 

 

El único logro con el actual gobierno, a final de 2020, fue que se instaló una mesa entre 

Fecolper y el Ministerio de Tecnologías de la Información y Comunicación – Mintic, en la 

que se aprobó una campaña pedagógica que beneficiará a unos 150 medios en el país.  

 

A esto se le agrega la delicada controversia de que los mass media, poco o nada 

exponen sus propias crisis, la desprotección laboral acomodada en la ausencia de 

normas firmes que favorezcan el ejercicio del periodismo, como constitucionalmente lo 

proclama: un bien público y en pro de la democracia, además de la bajísima 

sindicalización o casi inexistencia de sindicatos que harían posible contar con un escudo 

laboral más fuerte, aunada la recarga laboral en las reducidas salas de redacción, el 

temor a no hallar trabajo sí se hacen denuncias y algunos medios poco transparentes 

respecto a sus utilidades. 



 

 

Todo lo anterior, ha sido un caldo de cultivo para el momento crítico por el que pasa el 

periodista colombiano, que en gran medida se ha convertido en un “empresario· o 

“emprendedor” de los medios, términos rimbombantes que esconden precariedad 

laboral y empobrecimiento del sector, aunque a muchos les cuesta reconocerlo, por ser 

una profesión de alto impacto social. Es momento, de la autocrítica y de que esta 

situación de choque impulse a búsquedas colectivas de soluciones. 

 

1. Afectaciones a la salud de periodistas 
 

Aunque al periodismo se le ha llamado servicio esencial en tiempos de Pandemia, ese 

postulado no se refleja en la unificación de criterios para la protección del trabajo o en 

normas de bioseguridad para el ejercicio profesional. Es común que una gran parte de 

empresas periodísticas no hayan adoptado desde el inicio de la pandemia protocolos de 

protección y desinfección para periodistas, fuentes y equipos. Tampoco ha habido una 

prerrogativa para periodistas en este sentido desde una política pública. 

 

Fecolper ha hecho un seguimiento a los periodistas con afectaciones en su salud, e  

identificó 112 casos de contagio por Covid-19 en el país durante 2020. No obstante, no 

es posible diferenciar entre los periodistas que se contagiaron en su trabajo y los que se 

contagiaron en su vida privada. Además, el trabajo de documentación  es  más favorable 

una vez la enfermedad ha sido superada -pues en palabras de varios periodistas- se 

temía informar en el momento de la confirmación a través de los resultados o al 

presentarse los síntomas, por miedo al señalamiento y la estigmatización de la 

ciudadanía. 

  

Respecto con el número de decesos en consecuencia de la infección en periodistas, la 

Fecolper registró 36 casos a nivel nacional, llamando particularmente la atención las 

cifras en los departamentos de Córdoba, Santander y Antioquia.   

 

Al mismo tiempo, la Fecolper realizó un sondeo con la participación de 208 periodistas. 

De estos, más del 30% percibían a causa de la pandemia menos de un salario mínimo 

legal, un 18% quedó sin trabajo (corte agosto 2020), 16% de medios dejaron de 

funcionar y al 19% les desmejoraron su contratación, cifras que mostraban que más del 

56% sobrevivían en tiempos de pandemia. Además, del total, el 66% había sufrido algún 

quebranto de salud, predominando el estrés, ansiedad, agotamiento y dolor muscular, 

trastornos del sueño, y depresión a causa de problemas financieros acentuados con la 

crisis económica por la pandemia. 
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Este diagnóstico no sólo se presentó en Colombia, sino también en el resto del mundo. 

Una investigación realizada por el Instituto Reuters y la Universidad de Toronto (2020), 

revelada en varios medios de comunicación, daba cuenta de una encuesta realizada a 73 

periodistas que concluyó que quienes cubrían noticias relacionadas con la pandemia 

eran más propensos a desarrollar ansiedad y depresión, revelando que siete de cada 10 

periodistas padecían niveles de angustia psicológica y un 26% tuvo ansiedad 

clínicamente significativa, compatible con el diagnóstico de trastorno de ansiedad 

generalizada, que incluye síntomas de preocupación, nerviosismo, insomnio, falta de 

concentración y fatiga.  

 

En Colombia la situación es más crítica ya que el estudio de la Fecolper confirma que el 

15% de los periodistas no cuenta con afiliación al sistema de salud y 40% no aporta a 

una pensión de vejez, lo cual hace parte del panorama que acompañó al periodismo en 

el 2020, pese a ser una de las actividades “esenciales”, que estipuló el Decreto 457 del 22 

de marzo del 2020 sobre la pandemia y la cual tiene a más de un centenar de periodistas 

colombianos contagiados y un número de decesos que siguen incrementándose. 

 

2. Afectaciones a la estabilidad económica de las empresas 

periodísticas 
 

Desde antes de la pandemia había una crisis en la estabilidad económica de los medios, 

y luego de su ocurrencia no sólo se vieron sacudidos los grandes medios, sino 

principalmente los pequeños en las regiones, los que vieron disminuida la pauta 

publicitaria hasta en un 50% y la desaparición de recursos de cooperación para 

proyectos de comunicación en las regiones, salvo algunas excepciones.  

 

Ejemplo de ello es que luego de 41 años, el periódico El Mundo de Medellín sufrió uno 

de los embates de la crisis económica por el coronavirus obligándole al cierre; su 

directora Luz María Tobón calificó la situación también como un duro golpe a la 

información y a los medios de comunicación colombianos. 

 

“No es lo mismo la expresión de algo que se me ocurre en una red social que todo el 

proceso de construcción, reflexión y edición que hay detrás de una noticia o de una 

opinión en un medio de comunicación, que tiene una historia y que tiene un nombre y 

que tiene un equipo de trabajo serio y juicioso, dedicado a proteger eso: la verdad y la 

información que es un derecho público” (El Tiempo, 2020) 

 

Es más, de acuerdo con el partido Cambio Radical, entre 2014 y 2018, los medios de 

comunicación ya habían decrecido en un 50% su pauta publicitaria y tras la pandemia, la 



 

reducción de sus ingresos, respecto al 2019, es de un 40%. (Partido Cambio Radical, 

2020).  

 

Como para ejemplarizar, sólo en el periodo inicial de aislamiento, en la Costa Atlántica 

fueron despedidos 23 trabajadores por el Diario El Heraldo y Al Día, asimismo se redujo 

personal en el periódico Boyacá 7 días de Tunja (Boyacá); El Tiempo en Medellín, 

Bucaramanga y Bogotá; periódico ADN y La Cultural de Bucaramanga y en CNC Tuluá de 

Teluro Producciones (Valle del Cauca), entre otros. Posteriormente, Colprensa -la única 

agencia de noticias colombiana- despidió a tres editores y al jefe de redacción. 

 

En la ciudad de Cali (Valle del Cauca) se conocieron numerosos retiros de espacios como 

La Voz de la Noticia, Cámara Veedora, Ciudad Imagen, Colombia es noticia, Sólo la 

Verdad y Memorando Periodístico, así como de otros programas de radio en la Estación 

Indígena Mexión estéreo en San Andrés (Córdoba); Noticias 1110 AM de La Voz del Río 

Arauca (Casanare); el sitio entrerios.co en la ciudad de Montería (Córdoba) y algo similar 

en emisoras del departamento de Sucre, Quindío y Cartagena (Bolívar), entre otras. Por 

otra parte,  en la región del Urabá antioqueño y en Chocó, varios periódicos dejaron de 

circular en físico. De igual forma, el periódico La Opinión, Publimetro y ADN 

determinaron cierres temporales para sus ediciones impresas.  

 

3. Afectaciones sobre las condiciones laborales de periodistas 
 

La Covid-19 también ha transformado la forma de hacer periodismo, “por cuenta de la 

virtualidad se está recortando la libertad de prensa” dice el director de un medio 

regional en el Caribe y agrega: “la virtualidad es muy impersonal, ya no se puede 

acceder a los funcionarios de la misma manera, no dan declaraciones, hay menos ruedas 

de prensa y cuando se hacen no se puede preguntar con facilidad ya que no dan la 

palabra si no quieren responder, ni mucho menos contra-preguntar:, tiene uno que 

contentarse con el boletín de la alcaldía, eso no es suficiente garantía para la 

información ni para la libertad de información”.  

 

Agrega que “hay periodistas en capitales de departamentos que dejaron de salir a la 

calle a hacer reportería, se sienten y están más expuestos al Covid-19. Todo es por 

teléfono, boletines y eso está afectando la calidad del periodismo que se hace”.  

 

En relación con las condiciones laborales, la Fecolper (2020) presentó una denuncia en 

abril de 2020 ante el Ministerio del Trabajo referente a seis casos de empresas que 

representan 18 medios de comunicación por prácticas que vulnerarían los derechos de 

los trabajadores.  Entre esos medios denunciados (1) uno era un periódico popular que 
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se distribuye en varias ciudades y se imprime diariamente, (2) una emisora comercial con 

presencia en mínimo tres departamentos, especialmente en el sur del país; (3) una 

empresa temporal que suministra trabajadores en misión para un canal de televisión 

nacional, (4) una emisora y canal de televisión de interés público; (5) canal de televisión 

por suscripción en Bogotá y (6) un periódico regional con distribución principal en un 

departamento del país. 

 

La denuncia identificó varias prácticas lesivas contra los trabajadores de los medios: 

Imposición de licencias no remuneradas de manera unilateral, con coacción o bajo 

condicionamientos de empleadores; modificación de la jornada laboral con una 

disminución en un valor o en un porcentaje del salario; sobrecarga de trabajo y 

asignación de actividades fuera del horario habitual del trabajador; disminución del 

salario en la modalidad de teletrabajo, suspensión de los contratos de trabajo 

argumentando configuración de fuerza mayor o caso fortuito sin dar aviso al Ministerio 

de Trabajo, aprovechamiento injustificado de la coyuntura para realizar despidos y 

terminar unilateralmente contratos de trabajo directos y de trabajadores en misión, 

despido individual y masivo de trabajadores sin ningún tipo de indemnización y 

ausencia de condiciones óptimas de salubridad y de medidas para la prevención y 

mitigación del virus en las instalaciones de los medios de comunicación, exigencia de 

cubrir noticias respecto del COVID-19 y otra información de interés público que implica 

el desplazamiento de periodistas por las ciudades y municipios, sin proporcionarles 

herramientas de bioseguridad e imposición de funciones y obligaciones posteriores a las 

firmadas inicialmente en órdenes de prestación de servicios, las cuales desbordan el 

ámbito de lo pactado.  

 

Fecolper encontró una desarticulación institucional en el Ministerio del Trabajo en la 

recepción, asignación y trámite de las denuncias; sólo hasta mayo las denuncias fueron 

trasladadas al grupo investigador y luego se las remiten entre sí, sin suficiente 

investigación, de las cuales 3 denuncias fueran archivadas y 3 con auto averiguación 

preliminar y una con cierre preliminar. 

 

Se pudo evidenciar que los periodistas se encuentran desprotegidos en lo laboral, ya 

que el MinTrabajo, como máxima autoridad, alega falta de competencia legal y funcional 

en algunos casos. El gremio solicitó al Gobierno de Colombia materializar de manera 

contundente el mecanismo  de “Fiscalización laboral rigurosa a las decisiones laborales 

de empleadores durante la emergencia sanitaria”, contemplado en la Circular 022 del 19 

de marzo de 2020, del Ministerio del Trabajo. 

 



 

3. Libertad de prensa: el recrudecimiento de 

la violencia contra periodistas4 
 

El recrudecimiento de la violencia en Colombia no es ajeno a los periodistas, quienes 

también vuelven a ser víctimas durante el 2020 de viejas prácticas de espionaje, además 

de perfilamientos e interceptaciones telefónicas ilegales, como amenazas, agresiones 

físicas, obstrucciones al trabajo periodístico, acoso judicial y homicidio. 

 

Los ataques a la prensa generalmente conllevan a que muchos periodistas consideren el 

exilio, busquen protección o cambien de actividad. Esta situación ha ocasionado que, 

dentro del gremio, en las salas de redacción, haya altos niveles de autocensura que hace 

que no se profundice en la información, que no se controviertan los hechos, afectando el 

derecho de toda la sociedad a informar y estar informado. 

 

A continuación, se relacionan algunas de las violaciones a la libertad de prensa contra 

periodistas en Colombia en el 2020: 

 

1. Amenazas 
 

Las amenazas son una constante en los informes que presenta Fecolper sobre 

agresiones a la libertad de prensa, que suele ser una práctica amedrentadora para frenar 

la libertad de información.  

 

Cabe indicar, que este tipo de hecho victimizante constituye una herramienta de 

silenciamiento y de unanimismo informativo, ya que las amenazas suelen dirigirse no 

sólo al informador sino a quienes le rodean, especialmente a su núcleo familiar cercano.  

Se ha identificado que en zonas de conflicto los periodistas son amenazados y se les 

impide trabajar, por lo que ocasiona narrativas que nunca se conocerán y toda una 

ciudadanía que queda ignorante de lo que pasa en ese escenario.  

 

En otros casos, existen periodistas que han tenido que desplazarse a otras zonas del país 

e incluso fuera de éste. Hay amenazas que conllevan a que definitivamente dejen de 

lado la historia que están cubriendo y se enfoquen hacia otro lugar o temas “menos 

delicados” ante el peligro que corren sus vidas.  

 

                                                           
4 Este capítulo se desarrolla más ampliamente  en el conversatorio disponible el 11 de febrero de 2021 a 

través de https://youtu.be/DwXa1ozTFQE  

https://youtu.be/DwXa1ozTFQE
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A concepto de la Federación, esta práctica delincuencial seguirá vigente en Colombia 

hasta tanto persistan los altos niveles de impunidad en la materia; en tal sentido, la 

deuda de la justicia sigue en firme. 

 

A continuación, algunos de los casos registrados en 2020: 

  

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Bogotá. Junio de 2020. La periodista Tatiana Salamanca, periodista de Uniminuto Radio, 

quien había investigado en 2018, sobre la red de expendio de drogas que se conformó 

después de que el gobierno de Bogotá interviniera la zona del Bronx y los sobornos que 

estaría haciendo a varios miembros de la Policía, fue informada por una de sus fuentes 

en relación a que un hombre había ido hasta su casa a decirle que los iban a matar a 

ellos y a la reportera porque sabían que ella seguía haciendo investigaciones.  

 
San Antonio del Palmito, Sucre. Octubre de 2020. El periodista Mario Ubarnes Ruiz, 

de la emisora comunitaria de San Antonio de Palmito y corresponsal de El Meridiano de 

Sucre, fue amenazado haciéndole llegar una corona fúnebre. Al parecer, la situación se 

deriva de las denuncias por posibles manejos irregulares de dineros públicos. 

 

Bogotá. Marzo de 2020. Los periodistas 

Gonzalo Guillén, Julián Martínez, Diana 

López Zuleta y Daniel Mendoza Leal, fueron 

amenazados de muerte e incluso se conoció 

un audio en que grupos criminales 

planeaban el asesinato de los 

comunicadores que destaparon la 

“ñeñepolítica”, como comúnmente se ha 

llamado al caso de corrupción electoral, en 

el que presuntamente José "Ñeñe" 

Hernández, ganadero denunciado por 

narcotráfico era el eje de una supuesta 

trama de corrupción para compra de votos 

en el departamento de La Guajira.  

 



 

2. Agresiones físicas  

 

Las agresiones físicas contra personal de la prensa se evidenciaron nuevamente en el 

último año, especialmente durante el cubrimiento de movilizaciones sociales; otros 

periodistas recibieron ataques de parte de la Fuerza Pública, la que decomisó cámaras, 

destruyó material y atacó a reporteros, pese a estar plenamente identificados y a que 

cualquier ciudadano puede grabar y registrar material audiovisual. 

 

Bogotá. Junio de 2020. El periodista Carlos Andrés Zea de Contagio Radio fue agredido 

el 15 de junio por el ESMAD frente de la estación de Transmilenio San Diego, cuando el 

periodista realizaba un reporte fotográfico de la manifestación.  El abuso de autoridad se 

produjo cuando el periodista registraba las agresiones de unos 10 miembros de este 

cuerpo de seguridad contra un joven que también hacia un registro audiovisual.  El 

periodista plenamente identificado como reportero, debido a los golpes cayó al piso y 

detuvo su registro gráfico. 

 

 

 

 

 

 

3. Obstrucciones al trabajo periodístico  
 

Las obstrucciones al trabajo periodístico son otra forma de vulneración a la libertad de 

prensa, que suele estar acompañada de actos de violencia física, exclusión  o 

discriminación. 

 

Popayán, Cauca. Septiembre de 2020. El equipo periodístico conformado por 

Camilo Fajardo y el camarógrafo Yerson Buitrón fueron víctimas de la fuerza ejercida por el 

Esmad durante el cubrimiento de una marcha. El camarógrafo fue herido por perdigones a 

pesar de tener identificaciones. 

 

Bogotá. Septiembre de 2020.  Juan Camilo Gómez, del medio El pasillo fue 

golpeado por la policía durante la cobertura de las protestas por el asesinato del abogado 

Ordoñez a manos de la fuerza pública. 

 

Bogotá, Septiembre de 2020. Estudiante de periodismo denunció ser víctima de 

una agresión sexual por parte de la policía que la trasladó a un CAI por realizar la cobertura 

de las manifestaciones en contra de la institución castrense. 
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Villavicencio, Meta. Febrero de 2020. La periodista de Periódico del Meta, Yessica Andrea 

Salgado Ahumada, fue víctima de obstrucción al trabajo periodístico durante una rueda 

de prensa convocada por el gobernador de los metenses, Juan Guillermo Zuluaga 

Cardona. Al momento del turno para preguntar, le quitaron el micrófono impidiendo la 

realización de su labor para el medio de comunicación donde trabaja. Salgado Ahumada 

a pesar de la dificultad, planteó en la rueda de prensa el interrogante al mandatario 

sobre ¿Qué iba a pasar con el secretario de Gobierno, Víctor Manuel Bravo?, refiriéndose 

a la sentencia de la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, que le 

canceló la tarjeta profesional y le prohibió ejercer la abogacía. Minutos después de 

terminada la rueda de prensa, Yessica Andrea, recibió la llamada del secretario de 

Información y Prensa de la Gobernación del Meta, en la que le recriminó y cuestionó su 

trabajo periodístico. La periodista al ser consultada sobre los hechos manifestó que no le 

dieron la palabra en la rueda de prensa; cuando le correspondía el turno y tenía el 

micrófono en sus manos, un integrante de la oficina se lo quitó; al preguntar la razón, le 

dicen que es orden del jefe de prensa. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 

Huila. Mayo de 2020. El periodista y politólogo 

Ramón Campos Iriarte denunció a través del Diario El 

Espectador, que, durante un viaje para documentar 

un tema de orden público por el departamento del 

Huila, le impidieron el paso en un retén militar, 

“donde unos soldados confundidos preguntaban por 

radio quién podía pasar y quién no. Al parecer la 

respuesta variaba de acuerdo con el ánimo de un 

coronel al otro lado de la línea. Al insistir, el oficial se 

lavó las manos y – según dijo – consultó con alguien 

de la alcaldía del municipio, quien a su vez envió su 

mensaje: si no traen un examen de laboratorio 

comprobando que no son portadores del 

coronavirus, no pueden seguir. Y así fue”. A criterio 

del periodista durante la pandemia se han generado 

zonas grises, donde la autoridad militar se traslapa 

con la civil y crea barreras que impiden el ejercicio 

periodístico.  

 



 

4. Campañas de desprestigio y/o estigmatización 
 

Como si los anteriores temas fueran poco, la polarización en contra de los medios y de 

periodistas ha crecido. Funcionarios, empresas, y sus seguidores, han encontrado en la 

confrontación una vía rápida para desacreditar a periodistas cuando les disgusta que se 

expongan sus faltas, y usan las redes sociales como vitrinas de opinión, como 

amplificador para sus ataques y para orquestar el acoso digital.  

 

Las campañas de despretigio y estigmatizaciones presentadas en el 2020 se profirieron 

en gran medida por parte de personajes con poder en lo público o privado, hechos cada 

vez más recurrentes que parecieran pretender voltear los cuestionamientos hacia el que 

denuncia y colocarlo como objetivo de críticas de la sociedad en las redes sociales, 

invirtiendo de esta manera el objetivo de quién o quiénes deben ser de escrutinio 

público. 

 

 

 

 

 

 

 

Atlántico. Abril de 2020. El senador por el partido Conservador, Laureano Acuña, a 

través de sus redes sociales cuestionó a los periodistas del departamento, señalando al 

periodismo de extorsionista, amarillista y perverso. A través de Facebook también acusó 

al periodista Jean Pierre Serna de Barranquilla de “hp y desalmado” por informar sobre la 

adjudicación de un contrato a la Fundación El Lirio de los Valles, por $4 mil millones de 

pesos para compra de mercados del alcalde del municipio de Malambo, Rumenigge 

Monsalve, lo que el congresista defendió y tiempo después fue investigada. 

 

Dabeida, Antioquia. Junio de 2020. Leyton Urrego Durango, alcalde de Dabeiba se 

fue lanza en ristre durante una alocución contra el periodismo local que informaba 

sobre la pandemia, “le pedimos a las personas que dejen de llamar ese virus por acá. 

No se dejen influenciar por supuestos periodistas malignos, carroñeros, que dicen ser 

periodistas y están publicando cosas negativas para nuestro municipio”, expresó. Estas 

declaraciones del primer mandatario municipal vulneran la libertad de prensa y limitan 

el acceso a información pública, como cierran la posibilidad a la ciudadanía de estar 

enterados del acontecer con los casos presentados, forma de prevención y medidas de 

la autoridad en salud.   
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Bogotá. Noviembre de 2020. El periodista Herbin Hoyos a través de un vídeo 

publicado por él en el que relaciona a la prensa que cubre protestas sociales con 

integrantes de milicias urbanas, colocando en peligro a los periodistas. En el 

video, Hoyos explicaba que estas organizaciones tienen los roles distribuidos: 

“unos son los que atacan, otros son los que filman, hay unos que tienen incluso 

hasta chalecos de prensa, hay otros que a veces usan chalecos de derechos 

humanos”. Cuando hace referencia a las personas que utilizan chalecos de prensa 

se puede ver en los videos, que también fueron replicados por el exsenador 

Álvaro Uribe, a varios fotógrafos de medios como Colprensa, que en esos 

momentos están realizando su trabajo, siendo los dos casos hechos 

estigmatizadores de la prensa y que ponen en peligro a los comunicadores.  

 

Bogotá. Noviembre de 2020. El exfiscal General de la Nación, Néstor Humberto 

Martínez Neira, ante el Congreso de la República y en diferentes entrevistas en 

medios cuestionó el trabajo periodístico de comunicadores que investigaban y 

publicaban información de interés público, entre ellos el de Edison Bolaños, 

reportero de El Espectador, alegando que “no realizó el trabajo de manera 

independiente, ni diligente y afirmó que las decisiones editoriales tenían como 

propósito encubrir a Jesús Santrich”, estigmatizando al comunicador y 

colocándolo en una situación de peligro, asimismo lo hizo con la periodista María 

Jimena Duzán, tras haber mencionado que supuestamente ordenó interceptar a 

los negociadores del proceso de paz. De hecho, el exfiscal, cuestionado hoy, ya 

había acosado judicialmente a la periodista a través de acciones de tutela. 

 

 

5. Acoso Judicial  
 

Aunque se ha ampliado el espectro de acciones legales que se interponen contra 

periodistas y medios de comunicación como forma de acoso judicial, siguen 

predominando las denuncias penales por los delitos de injuria y calumnia, pánico 

económico, así como las acciones de tutela en busca de la protección del buen nombre. 

 

Frente a casos de acoso judicial es evidente el desconocimiento de los jueces al 

momento de admitir denuncias de delitos de injuria y calumnia contra periodistas, al no 

tener en cuenta el cumplimiento del requisito de procedibilidad que lleva a un desgaste 

el aparato judicial y para los periodistas que al enfrentar los casos, deben destinar 

tiempo y recursos, inclusive en situaciones que comprometen su patrimonio. Aun 

cuando organismos internacionales como UNESCO, la CIDH, han creado manuales e 

impartido capacitaciones a operadores judiciales abordando los temas relacionados con 



 

la libertad de información, muchos jueces siguen privilegiando el derecho a la intimidad 

por encima de la libertad de prensa.  

 

Muchos ciudadanos acuden a acciones judiciales como la tutela o interponen una 

denuncia sin incluir una solicitud de rectificación de la información, en la mayoría de los 

casos, con el único fin de amedrentar a los medios y periodistas, diluir, retrasar o 

paralizar las investigaciones periodísticas. 

 

 

 
 
 

 
 

6. Homicidio 
 

Es preciso anotar que el asesinato no solo constituye la máxima vulneración al derecho a 

la vida, sino que en el caso particular de los periodistas representa la práctica más brutal 

para coartar la libertad de prensa. Según la Organización de Naciones Unidas (ONU , 

2019), en Colombia se suman 160 asesinatos sin resolver en los últimos 40 años, muertes 

que quedan sin resolver en la justicia y que lesionan gravemente la libertad de prensa, 

de expresión y el derecho a estar informado de la sociedad. 

 

La dificultad para acceder a la justicia en el país y a que ésta resuelva los cientos de 

casos de asesinatos contra periodistas quedando con total impunidad son un caldo de 

cultivo que incentiva a los criminales a actuar en contra del periodismo. 

 

 

 

 

Bogotá. Julio de 2020. El periodista Julián Martínez denunció ser acosado 
judicialmente por el Ministro de Defensa, Carlos Hollmes Trujillo (qepd), por sus 
denuncias por la Ñeñe política. Meses antes también denunció la presión del ex fiscal 
Martínez para evitar que continuara investigando hechos de corrupción. 

 
Nación. Julio de 2020. La vicepresidenta Marta Lucía Ramírez, demandó al 

periodista Jeremy McDermott, director de InSight Crime, por adelantar una 
investigación sobre la empresa de su esposo y la posible relación con un 
narcotraficante. Posteriormente se retiró la denuncia 

 

 

https://analisisurbano.org/el-periodista-julian-martinez-fue-intimidado-por-el-exfiscal-nestor-humberto-martinez/45707/
https://analisisurbano.org/el-periodista-julian-martinez-fue-intimidado-por-el-exfiscal-nestor-humberto-martinez/45707/


 

17 
 

Corinto, Cauca. 13 de agosto de 2020. José Abelardo Liz. En hechos en los que 

se encuentra involucrado el Ejército de Colombia, el periodista radial indígena de 

34 años murió tras recibir varios disparos durante un operativo militar de dos 

jornadas que tenían por objetivo desalojar a integrantes de la comunidad 

indígena Nasa. Un civil más también resultó muerto en el operativo, mientras que 

otro resultó herido. Liz era miembro de la comunidad indígena Nasa y presentaba 

el programa diario de noticias y cultura “El Sabor de la Tarde en Nación Nasa” en 

la radio comunitaria de Corinto. El periodista hacía grabaciones de audio y video 

durante la cobertura del proceso de la “liberación de la madre tierra”. El operativo 

militar era para desalojar a los indígenas de tierras que reclaman como territorio 

ancestral y que llevaban cultivando durante más de seis años, pero que el Ejército 

argumenta son de propiedad privada de una empresa azucarera. Según la 

comunidad, los militares habían “disparado indiscriminadamente” contra la 

población civil y le habían impactado a Liz en el pecho. En un video que fue 

compartido en las redes sociales el mismo día, cuando ya la noticia de la muerte 

de Liz había circulado ampliamente por la Internet, el general Marco Vinicio 

Mayorga Niño, comandante de la división del Ejército participante en el operativo, 

culpó a los indígenas Nasa y a guerrilleros de las dos muertes, pero sin mencionar 

por nombre a ninguna de las dos víctimas. Según esas informaciones y las 

declaraciones de Dora Muñoz, vocera de la comunidad Nasa. 

 

 

Cali, Valle del Cauca. 21 de diciembre de 2020. Andrés Felipe Guevara Hena. 

El reportero judicial de 27 años, trabajador del periódico Q'hubo, de la casa 

editorial El País, recibió ocho impactos de bala en su barrio de residencia; un 

ataque sicarial en la ciudad de Cali y en el que ya existe un adolescente capturado 

por el homicidio. Según la hipótesis de la Fiscalía, la muerte del reportero 

respondería a la intimidación de una persona o agrupación al margen de la ley. 

Según medios locales, Guevara había recibido amenazas en 2017, situación que 

denunció ante el mismo órgano investigativo. Lo intentaron constreñir a través de 

mensajes telefónicos y, además, visitas intimidantes en las que le advertían que 

tuviera cuidado. Incluso hubo un tiempo en el que el comunicador social de la 

Universidad Autónoma de Occidente de Cali se habría mudado para otro 

municipio y había vuelto al sitio donde fue asesinado. Tenía tres años trabajando 

en el periódico Q’hubo.  

 

 
 
 



 

 

7. Vigilancia a Periodistas 
 

Con frases como “vamos a llegar hasta las últimas consecuencias” pronunciada por el 

presidente de Colombia, Iván Duque ante el más reciente caso conocido de vigilancia y 

“perfilamientos de periodistas”, se repite una historia de espionaje por parte del poder 

de aquellas voces que le incomodan. 

 

Ahora ante la Corte Suprema de Justicia y la Fiscalía General de la Nación, reposa 

el más reciente caso revelado en una investigación de la Revista Semana titulada 

“Las carpetas ocultas”, publicada en mayo de 2020, en la que se informó que unos 

30 periodistas nacionales y extranjeros han sido investigados por Inteligencia del 

Ejército Nacional, utilizando recursos económicos de cooperación de los Estados 

Unidos, para saber qué hacen hasta en lo más mínimo.  

 

Se conoce que entre las acciones de perfilamiento masivo,  se encuentran además 

políticos y defensores de derechos humanos;  los periodistas perfilados por la 

inteligencia militar fueron: María Alejandra Villamizar (Caracol Radio), Juan Forero 

(The Wall Street Journal), Daniel Coronell (Univisión), Federico Ríos (freelance del 

New York Times), Óscar Parra (Rutas del Conflicto), Stephen Ferry (independiente), 

Ginna Morelo (La Liga Contra el Silencio), Yolanda Ruiz (RCN Radio), Ignacio 

Gómez (Noticias UNO), Lindsay Addario (independiente), Nicholas Casey (New 

York Times), Jhon Otis (CPJ y NPR), Damien Fellous, Gerald Bermúdez, Julián 

Martínez, Gustavo Rugeles, Javier Alexander Macías, Ibéyise Pacheco, Alberto 

Federico Ravell, Sandra Paola Soto, Vivian Fernández, Miguel Mattus y un 

periodista y productor de Blu Radio. También están los medios de comunicación 

Rutas del Conflicto y La Liga Contra el Silencio. 

 

Bogotá. Agosto de 2020. Se conoció que el seguimiento y búsqueda de 

información no sólo se realizó con el contraste de fuentes abiertas, sino que 

recurrieron a uso de tecnología informática de avanzado espionaje con base en la 

instalación de aplicaciones en teléfonos móviles, denominado “Proceso 

Operacional Troya”, el que también hacía administración remota desde páginas 

web para hacer un rastreo continuo de la ubicación en que se movían los 

comunicadores. En varios casos el perfilamiento incluía también información de 

familiares y fuentes. 

 

Sumado a este grave hecho de vigilancia a periodistas, la Fundación para la 

Libertad de Prensa (Flip) reveló el seguimiento a las opiniones sobre el gobierno 
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de 468 influenciadores en la red social Twitter. Lo delicado es que el seguimiento 

fue realizado desde la Presidencia de la República, 

 

La ONG dio a conocer que para ello, se destinó el uso de 20 mil millones de pesos 

de publicidad oficial, durante los dos primeros años de Gobierno del mandatario, 

dineros provenientes del Fondo de Programas Especiales para la Paz. 

 

En la lista aparecen periodistas, políticos, personas afines al gobierno, opinadores 

en redes y medios de comunicación. Se reveló que la Consejería de 

Comunicaciones le pidió a la firma Du Brands, la empresa que maneja la imagen 

del presidente Duque y que tiene un contrato con el Gobierno, números de 

identificación de las 468 personas que hacen parte de esa lista.  

 

Según la Presidencia, esta medición se hace para conocer las opiniones sobre el 

gobierno de forma neutra, negativa o positiva y que no se hace para perfilar a 

ninguna persona, sino para demostrar que no hay contratos o ‘bodegas’. 

Explicaron que los números de identificación se solicitaron tras recibir un derecho 

de petición de la Flip, con la intención de poder determinar si las personas que 

hablan positivamente del gobierno tienen algún tipo de contrato. El contrato 

estuvo vigente hasta el 15 de diciembre de 2020. (RCN Radio, 2020) 

 

8. Exilios 
 

La Fecolper registró cuatro situaciones de exilio durante 2020 y reporta al menos dos 

solicitudes más. Una condición que no se vivía hace varios años. Tanto la situación de 

inseguridad por el conflicto que permanece y se expande, como la inestabilidad laboral, 

se constituyen en factores determinantes para que los periodistas vean en la salida del 

país una forma de garantizar su vida y sus condiciones. También mencionan que esta es 

la alternativa más viable porque una situación de desplazamiento interno en su ciudad o 

algún territorio del país no da la tranquilidad, teniendo en cuenta que  las redes de los 

armados y de los corruptos no tiene límites por los altos niveles de impunidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Una mirada regional 
 

Como ya lo ha analizado Fecolper, en Colombia la debilidad institucional en las zonas de 

frontera se sigue evidenciando con la presencia de actores ilegales organizados y 

delincuencia común que vulneran los derechos de la población.  

 

Luego de la implementación del proceso de paz con las FARC en el año 2016, la 

violencia tuvo un nuevo reordenamiento, más pronunciado a partir del 2018, con base 

en una disputa de territorios que prevalece para el control de narcotráfico, minería ilegal 

y corrupción, afectando como siempre el derecho de expresión y de la información, lo 

cual continúa siendo un tema que en las regiones afecta de forma directa a la población. 

 

En los departamentos fronterizos de Norte de Santander, La Guajira, Nariño, Arauca y 

Putumayo sigue siendo casi nula la relación entre la existencia de medios y el libre 

ejercicio periodístico, ya que el conflicto social se traduce en amenazas y violencia física; 

precariedad laboral para el gremio, quienes devengan su sustento económico de la 

venta de cupos publicitarios; presión política, falta de transparencia estatal con poca 

información pública, como también estigmatizaciones y presiones, cada vez mayores, de 

algunos sectores de la ciudadanía, la cual inmersa en la polarización política, en algunos 

casos ha agredido física y verbalmente a periodistas, especialmente en el cubrimiento de 

la movilización social.  

 

El año anterior la Federación Colombiana de Periodistas había dado a conocer, con los 

testimonios de periodistas, la situación en las zonas fronterizas del país”, en el que  se 

aborda un análisis que persiste el conflicto y las diferentes mutaciones que ha sufrido el 

fenómeno social en Colombia a lo largo de la historia reciente del país 

(desmovilizaciones ficticias o reales de grupos paramilitares; desarme de varios actores 

armados; aparición de otros, fortalecimiento del narcotráfico y los carteles de corrupción 

como financiadores o generadores de violencia; y una múltiple y variada ocurrencia de 

violaciones a los derechos humanos) han tenido un fuerte carácter regional que se 

refleja en las documentaciones que se realizan a través del Sistema de Atención a 

Periodistas SAP-TM de la FECOLPER y sus 36organizaciones locales de base. 

 

La regionalización de las afectaciones a periodistas tiene que ver, entre otros factores, 

con la presencia diferenciada del Estado en muchas zonas del país, la importancia de 

algunas áreas como corredores estratégicos bien sea para la movilidad, el tráfico de 

armas o el narcotráfico, el control y explotación de recursos naturales valiosos, y las 

investigaciones relacionadas con corrupción en lo territorial. 
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El tema de falta de garantías a la libertad de prensa, expresión y el derecho a estar 

informado es muy conexo con la realidad regional colombiana y a la reactivación de la 

violencia en zonas de reagrupamiento de los llamados grupos armados organizados 

(GAO), que afecta tanto a población, como líderes sociales y periodistas, en una ley de 

aprobación y silenciamiento ante un contexto impuesto que hiciera pensar que aún no 

se acaba la guerra, incinerada por la fuente de riquezas de actividades ilegales, en las 

que se observan muchos intereses. 

 

La respuesta del Gobierno se caracteriza por el reforzamiento de fuerza pública, sin 

embargo, existen realidades profundas que aún no han sido atendidas integralmente 

que muestran una brecha de desarrollo en estas zonas del país, aunado a la falta 

implementación completa de los Acuerdos de Paz, al imperio de la ilegalidad, incluso 

muchas prácticas entre los que debieran salvaguardar a los colombianos, lo cual muestra 

un camino enrarecido y aún distante a una paz real.  

 

Victimarios 

 

Los victimarios son personas o grupos organizados con poder, no sólo ilegales sino 

dentro de la misma estructura pública y privada del país, que ejercen acciones violentas, 

para silenciar, moldear o censurar directamente al periodista.  

 

Colombia se encuentra sumida ante una crisis de libertad de prensa, de perdida de 

derecho a la expresión libre y a estar informado desde distintas miradas, alimentada por 

varios factores: 1) la situación de desprotección laboral de los periodistas 

independientes y una situación de debilidad socio económica en la mayoría de los 

informadores, 2) una coyuntura de polarización y estigmatización incendiada por líderes 

políticos y de opinión, colocando a Colombia en un Estado de Opinión,  3) la indiferencia 

y/o desconocimiento social del rol del periodista en la construcción de democracia, 

preservador de derechos fundamentales como a ser informado de forma plural, 4) 

pérdida del Estado de Derecho, ante la unificación, cada vez más, de los poderes, así 

como los frenteros y descarados intentos de hacerlo parecer lo ideal, 5) impunidad y 

lentitud de la justicia y entes investigativos en casos probados de crímenes contra 

periodistas, que envían un mensaje entre líneas de que al periodismo puede moldeársele 

conforme al interés del atropellador, 6) presión de personajes de la vida pública a través 

de acciones judiciales contra periodistas y se puede concluir  7) lo que sucede a los 

periodistas es una expresión de lo que pasa en país en materia de derechos humanos y 

de fallas de justicia social. 

 

 



 

4. ¿Avances o retrocesos para la libertad de 

prensa en 2020?  

 

4.1. Decisiones administrativas y de la justicia que 
afectan la libertad de prensa   

 

Durante el 2020 se registraron varias decisiones públicas, tanto administrativas como de 

la justicia que afectan la libertad de prensa. 

 

Directiva 16 de la Procuraduría General de la Nación 
 

Como ya se mencionó al principio de este informe, durante la primera fase de 

aislamiento por la pandemia se emitieron disposiciones del orden nacional y con 

repercusiones locales que agudizaron la crisis económica de los periodistas de Región 

que dependen casi que exclusivamente de la publicidad estatal, como la Directiva 16 del 

22 de abril de 2020 de la Procuraduría General de la Nación, en consideración de lo que 

denominaron “riesgos de la contratación por la emergencia sanitaria”. 

 

La Directiva incluye a la publicidad casi como innecesaria; un comunicado de prensa del 

23 de abril de 2020, publicado por el ente de control y aún colgado en su página Web5 

señala que identificó las amenazas recurrentes, entre esos “convenios que no eran 

prioritarios, entre ellos los de publicidad para resaltar la imagen de alcaldes, 

gobernadores o partidos políticos o la adquisición de material publicitario impreso, 

radial, fotográfico o virtual sobre prevención del covid-19, dirigido a población con 

acceso a televisión e internet y que cuentan con información suficiente”. 

 

La Fecolper, en defensa del gremio de periodistas solicitó la revisión de la Directiva, la 

cual fue respondida en el sentido que la directiva no tenía un carácter vinculante, sino de 

invitación, no obstante, los ordenadores del gasto en municipios se abstuvieron de 

contratar servicios publicitarios, afectando a cientos de periodistas independientes.  

 

La Fecolper solicitó ajustes en el sentido de modificar el contenido en el numeral 4.1 

“contratación relacionada con la emergencia que no resulte necesaria”, puede constituir 

                                                           
5 Ver:  https://www.procuraduria.gov.co/portal/Procuraduria-identifico-riesgos-de-la-
contratacion-por-emergencia-sanitaria-de-covid-19.news 
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una expresión bastante amplia al no precisar los criterios que los ordenadores del gasto 

deben tener en cuenta para decidir cuándo la contratación de pauta oficial se vuelve 

innecesaria. En este sentido, resulta fundamental señalar que además los estándares 

internacionales “Principios sobre Regulación de la Publicidad Oficial y Libertad De 

Expresión”, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos han resaltado que los 

Estados deben utilizar la publicidad oficial para comunicarse con la población e informar 

sobre los servicios que prestan y las políticas públicas que impulsan. 

 

En una sociedad democrática, los ciudadanos tienen derecho a informarse a través del 

medio de comunicación de su preferencia y según su alcance y condiciones personales, 

siendo inherente gozar de la libertad de escoger el medio y la manera de informarse que 

le parezca más conveniente. 

 

Además, la expresión “información suficiente” es altamente subjetiva, pues la suficiencia 

de la información no puede estar circunscrita al medio, sino que debe garantizarse que 

la difusión sea tan amplia que abarque todos los medios, sin restringir o excluir a 

algunos, para que sea recibida en la mayor cantidad de población. 

 

Además, la cobertura de internet y televisión en una ciudad o municipio por sí misma, 

no implica que la totalidad de la población tenga acceso a estos medios. En este aspecto 

no puede dejarse de lado la realidad social del país, que evidencia que sectores 

importantes de la población no tienen acceso a la tecnología y, sin embargo, muchos de 

sus derechos pueden depender de que conozcan la información sobre cómo hacerlos 

efectivos, por lo tanto, el Estado debe encontrar formas eficaces para llegar a esta 

población, ampliando sus mecanismos de transmisión y difusión de información, y no, 

por el contrario, restringiéndolos. 

 

En este orden de ideas, se reitera que la publicidad oficial en materia de prevención del 

COVID-19, tiene un propósito de utilidad pública, por lo tanto, esta contratación es 

perfectamente viable, necesaria y jurídicamente ajustada a los fines de un Estado Social y 

Democrático de Derecho, pues materializa el cumplimiento de su obligación de 

proteger.  

 

Orden de arresto por tres días al periodista Gonzalo Guillén. Aunque 

la orden no se materializó, quedó el precedente de una desproporción que altera el 

principio de equidad para el mecanismo de retractación.  
 

En septiembre de 2020, el Juez 44 Civil del Circuito de Bogotá ordenó el arresto de tres 

días al periodista Gonzalo Guillén por supuestamente haber incumplido una orden 



 

judicial que lo obligaba a rectificar un comentario realizado sobre el ciudadano Carlos 

Barros, al haberlo señalado en su cuenta de Twitter el 14 de diciembre de 2019, de ser 

narcotraficante y testaferro de Marcos Figueroa, alias “Marquitos. 

 

En su twitter, Guillén dijo que él y otra persona más al parecer estaban trabajando con la 

Oficina de Envigado. Barros Corrales le solicitó al periodista un mes después que se 

retractara de las afirmaciones realizadas asegurando las mismas eran falsas.  

 

La justicia además le impuso una multa adicional de cinco salarios mínimos legales 

mensuales vigentes y rectificar el trino publicando una columna de opinión en los 

medios El Tiempo o El Espectador, lo cual fue calificado por Fecolper como una medida 

extra que sobrepasa la acción inicial, es decir, la rectificación ordenada por la justicia se 

tendría que haber ordenado sólo por los canales en que se emitió la primera opinión y 

se excede y envía un mensaje desalentador para la libertad de expresión.  

 

El 16 de septiembre, Guillén publicó: "Acatando Fallo del Juzgado 44 Civil del Circuito de 

Bogotá, rectifico: La opinión que emití de Carlos Barros Corrales no es veraz porque los 

apelativos de narco y testaferro no tienen fundamento en una decisión judicial", trinó. 

 

 

Decisión de la Fiscalía de investigar formalmente a la periodista 

Diana Díaz, quien denunció censura en RTVC 

 

La Fiscalía General de la Nación imputó cargos contra la periodista Diana Marcela Díaz 

por el supuesto delito de utilización de asunto sometido a secreto o reserva y que ha 

sido catalogado como delito contra la administración pública, por la presunta violación 

de la cláusula de confidencialidad que tenía su contrato con Radio Televisión de 

Colombia (RTVC – Sistema de Medios Públicos).  

 

Contextualizando los hechos, es preciso señalar que la periodista fue quien denunció a 

inicios de 2019, la censura sobre el programa Los Puros Criollos que se emitía en el canal 

institucional, por parte del entonces gerente del canal, Juan Pablo Bieri. Recuérdese que 

se hizo viral un vídeo y audio de una grabación en que Bieri, impartía órdenes para 

emitir el programa Los Puros Criollos a las 3 de la mañana, así como preguntarle a su 

equipo qué hacer con el periodista Santiago Rivas para que no saliera más al aire, ya que 

hacía críticas al Gobierno en el programa. Además. Más adelante decía que el 

presentador, con sus opiniones sobre el Gobierno nacional, “está mordiendo la mano 

que le da de comer” y “no hay posibilidad de que Rivas vuelva a trabajar en alguna 

coproducción ni producción”.  
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Cabe indicar que Bieri había sido director de comunicaciones de la campaña de Iván 

Duque y ante el escándalo dejó el canal en febrero de 2020 y pese a las denuncias de 

censura fue contratado nuevamente por el Gobierno por un monto de $468’538,200 

pesos como asesor de Presidencia de la República durante 25 meses, a partir de octubre 

del año pasado.  

 

El mencionado, denunció a la periodista Díaz ante la Fiscalía acusándola de haber 

divulgado información de reserva, que según juristas es un desafuero, con el agravante 

que el ente investigador decidió ordenar una inspección judicial a las instalaciones de la 

Fundación para la Libertad de Prensa, en la que la periodista se apoyó para denunciar,  a 

fin de que les suministraran “Documentos de control de ingreso y salida de visitantes 

durante el período comprendido entre el 6 de diciembre de 2018 al 23 de enero de 2019 

con el fin de establecer el ingreso de Diana Marcela Díaz Soto (…) establecer a qué 

dependencia compareció, en cuántas oportunidades, obtener toda la documentación de 

dichos registros de ingreso y salida, videos de seguridad y copia de la grabación 

obtenida y publicada por dicha organización el 23 de enero de 2019 denominada Juan 

Pablo Bieri, un censor puro criollo”, lo cual se atrevió a desmentir, habiendo pruebas de 

oficio enviadas a la ONG.  

 

Este acto de la Fiscalía tiende a desdibujar el Estado de Derecho, al presentarse como un 

ente que investiga frente a los intereses de imagen del gobierno. 

 

4.2. Justicia e impunidad 2020 

11 asesinatos de periodistas prescribieron ante la Justicia durante el año anterior, al 

cumplirse 20 años de los siguientes homicidios perpetrados en el año 2000: 

 

Carlos Trespalacios Periodista Mayo 1 de 2000 Antioquia 

Juan Camilo Restrepo 

Guerra 
Periodista Octubre 31 de 2000 Antioquia 

María Elena Salinas 

Gallejo 
Periodista 

Marzo 5 de 2000, fue 

hallado su cadáver 
Antioquia 

Alfredo Abad López Periodista Diciembre 13 de 2000 Caquetá 

Guillermo León Agudelo Periodista Noviembre 30 de 2000 Caquetá 

Antonio Gómez Gómez   Febrero 9 de 2000 Magdalena 

Gustavo Rafael Ruiz 

Cantillo 
Periodista Noviembre 15 de 2000          Magdalena 

Marisol Revelo Periodista Abril del 2000 Nariño 

Fabio Leonardo Restrepo  Periodista Febrero 6 de 2000 Santander 



 

John Jairo Restrepo Camarógrafo Febrero 6 de 2000 Santander 

Carlos José Restrepo 

Rocha 
Periodista Septiembre 9 de 2000 Tolima 

 

Avance por confirmar: Tribunal condena al Estado colombiano por 

tortura psicológica a la periodista Claudia Julieta Duque 
 

En agosto de 2020 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca determinó que el Estado 

colombiano es responsable de la tortura psicológica contra la periodista Duque, a quien 

le ejerció todo tipo de acciones de persecución y asedio en su contra por sus 

investigaciones.  

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró que el Departamento Administrativo 

de Seguridad (DAS), la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio del Interior son los 

responsables del daño producido a la periodista Claudia Julieta Duque Orrego, como 

consecuencia de la tortura psicológica sistemática que ejerció el DAS en su contra, por 

su labor periodística y de investigación del crimen del humorista Jaime Garzón. La 

decisión se tomó luego de que la periodista interpusiera en 2012 una demanda por 

haber sido víctima de “chuzadas”, seguimientos, desprestigio, asedio y otras conductas 

ilegales ejecutadas en su contra desde el 23 de julio de 2001 hasta abril de 2010. Y por la 

falta de protección y demoras en las pesquisas judiciales. (El Espectador, 2020) 

 

La defensora de derechos humanos ha sido objeto de intimidación, acoso, amenazas y 

vigilancia desde 2001, cuando investigaba el asesinato de otro periodista Jaime Garzón y 

descubrió que agentes del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) estaban 

involucrados en un encubrimiento. El gobierno ofreció servicios de seguridad para su 

protección, pero más tarde se descubrió que dichos guardaespaldas le estaban 

espiando. Informaban al DAS sobre sus actividades y hacían falsas acusaciones en su 

contra. Las quejas presentadas por Duque entre 2001 y 2004 finalmente dieron lugar a la 

apertura de una investigación en 2011. Por razones de seguridad, Claudia Julieta Duque 

se ha visto obligada a abandonar el país en varias ocasiones. (Front Line Defenders, 

2013) 

 

Este fallo judicial, después de 20 años ha sido recibido con beneplácito por el 

periodismo independiente, en el que el Tribunal señala: “el Estado no sólo no protegió a 

la demandante de dichas injerencias o ataques, sino que fueron las mismas Instituciones 

oficiales las que realizaron tales injerencias arbitrarias e ilegales en la vida privada de 

Claudia Duque. No solo por haber interceptado sus llamadas telefónicas y por haber 

revisado sus correos electrónicos, sino por haber infiltrado fuentes humanas en su 
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esquema de seguridad, haber construido toda una base de datos con información de 

inteligencia no autorizada, por haber hecho seguimiento a los desplazamientos dentro y 

fuera del país que hizo la demandante y, en general, por el asedio del que fue víctima”. 

 

Al cierre de este informe, se conoció que el mencionado fallo fue apelado. No obstante, 

también se reveló que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) decidió 

acumular las etapas de admisibilidad y fondo en el caso presentado por la periodista 

para probablemente enviar a Colombia a juicio ante la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos. 

 

4.3. Programa de Protección a Periodistas, 20 años de 
prensa escoltada 
 

Con ocasión de la conmemoración de dos décadas de creación del Programa de 

Protección la Fecolper difundió en agosto del año anterior,  un documento que 

trasciende la evaluación y diagnóstico, para proponer a cada una de las instancias del 

Estado, que están en la ruta para la prevención de hechos de riesgo, la atención a 

situaciones de vulneración y la investigación de hechos victimizantes, diferentes acciones 

que al corto y mediano plazo redundan en garantías para los derechos de los periodistas 

protegidos. 

 

Es así como partiendo de la política gubernamental para la protección, que maneja 

como eje la militarización, se retoma el enfoque de la integralidad y el humanismo para 

proponer al sistema múltiples acciones en torno al enfoque, los métodos, el talento 

humano y el manejo de recursos, para con ello mejorar tiempos de respuesta, llamar la 

atención sobre los tópicos diferenciales de la profesión, las necesidades de capacitación 

de los funcionarios públicos y otros aspectos evaluados a lo largo del tiempo. 

 

Insistentemente se recuerda la necesidad del trabajo mancomunado de las instituciones 

y de los niveles, territoriales o nacionales de las mismas, y en ese sentido se pide el 

acompañamiento y la articulación de los organismos de control y de la sociedad civil; así 

como también mayor acción de la Fiscalía General de la Nación, buscando que los 

niveles de impunidad sean disminuidos. 

 

 
 

 

https://fecolper.com.co/wp-content/uploads/2020/08/Escudo-de-plumas.pdf


 

4.4. Reparación colectiva a periodistas: en el aire el 
enfoque transformador y las medidas de no repetición 
 

La Fecolper, luego de 9 años de participar en el Proceso de Reparación Colectiva a 

Periodistas presentó en diciembre del 2020, su renuncia ante el Comité Nacional de 

Impulso, ya que no se evidencia un resarcimiento real en los productos que se 

contemplan hasta la fecha en el Plan Integral de Reparación (PIRC). En concreto, se 

proyecta la creación de cinco emisoras online para todo el país, cursos virtuales sobre 

técnicas periodísticas, piezas comunicacionales de reconstrucción de la memoria 

histórica y desarrollo de espacios de encuentro de apoyo mutuo con referentes de 

cuidado. En definitiva, desde la mirada de la Fecolper,  se ha faltado gravemente a las 

expectativas recogidas durante los encuentros regionales con periodistas víctimas en 

donde se había prometido una reparación transformadora con garantías de no 

repetición. 

 

Desde la Resolución del 23 de julio de 2018, las dilaciones y un trabajo sin profundidad 

de cambio por parte del Estado persiste, pese a que desde la Fecolper se entregaron 

continuas recomendaciones para el fortalecimiento del proceso, no sólo de manera 

presencial sino documental, en las que se señalaron debilidades y se hicieron propuestas 

de transformación.  Como se recordará, la Fecolper aportó el libro “Sociedad, guerra y 

periodistas: la información en tiempos de fúsiles” insumo para el diagnóstico del daño, y 

además, realizó una audiencia pública en el Congreso de la República sobre reparación 

colectiva a periodistas. 

 

Entre otros, la Fecolper ha identificado fallas de participación, capacitación, la falta de 

unidad y criterio de coordinación, vacíos estructurales al seguimiento, que propician la 

dispersión de las víctimas y al debilitamiento del gremio; la frustración de los planes y 

los pocos recursos que mantienen a un grupo de comunicadores expectantes pero que 

no  se profundiza y avanza en las razones y particularidades por las cuales se hace el 

reconocimiento de los periodistas como grupo víctima.    

 

Con todo lo anterior, la Federación Colombiana de Periodista, en concordancia con sus 

principios institucionales y su indiscutible e histórico compromiso con las víctimas, da un 

paso al costado frente al Proceso, y manifiesta que esta determinación gremial no 

implica apartarse de la lucha fehaciente por las víctimas desde otras instancias, así como 

tampoco significa desconocer otras vías en su condición de organización víctima del 

conflicto armado por su defensa de la libertad de prensa. La Fecolper seguirá trabajando 

por el gremio en aras de resultados transformadores de la situación de los 

comunicadores en el país y especialmente de las regiones, municipios, veredas y 
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corregimientos, donde el gremio de los “independientes” trabaja a diario por el derecho 

a la información de la ciudadanía. 

 

4.5. Iniciativas en curso. Proyecto de Ley No. 476 de 
2020 

 

El año anterior, el partido Cambio Radical presentó el Proyecto de Ley No. 476 de 2020 

(Cámara): "Por medio de la cual se expide una regulación para la estabilidad económica 

y la operación de los medios de información en Colombia". 

 

Con el fin de apoyar esta iniciativa, la Fecolper organizó el pasado 17 de diciembre de 

2020, el foro “Reactivación económica y operación de medios de comunicación”, que 

contó con la participación del senador Richard Aguilar, el director de la Asociación de 

Medios de Información, Werner Zitzmann y la presidenta de la Federación, Adriana 

Hurtado. 

 

Aunque la Fecolper recibió con beneplácito la iniciativa que significa un impulso a la 

estabilidad económica de los medios, la organización elaboró y entregó un  documento 

con fundamentos fácticos y jurídicos para que sean estudiados y tenidos en cuenta 

dentro del correspondiente trámite legislativo del Proyecto en mención. 

 

Principalmente la Federación Colombiana de Periodistas propone incluir la definición 

dentro del articulado del Proyecto y modificarla en los siguientes términos (o similares): 

 

“Artículo __. Medios de Información. para los efectos de la presente ley se entiende como medio 

de información, toda persona jurídica de derecho privado legalmente constituida en Colombia, 

cuyo objeto social principal y actividad económica sea la producción y generación de contenidos 

informativos, noticiosos y editoriales, en versiones textual, gráfica, sonora o audiovisual, los cuales 

se distribuyan pública, masiva y regularmente, y para cuya elaboración cuenten con la 

organización, recursos e infraestructura periodística, profesional y técnica del caso, así como los 

espacios informativos de los medios de comunicación concesionarios de espectro 

electromagnético del estado. También serán considerados medios de información aquellos a 

cargo de personas naturales con o sin establecimiento de comercio que se encuentran legalmente 

constituidos local y regionalmente y registrados formalmente ante las Cámaras de Comercio del 

país como prestadores de servicios periodísticos, informativos, y/o que comercializan servicios de 

publicidad para desarrollar actividades propias de comunicación y periodismo. (Subrayado fuera 

del texto actual) 

 

 

 



 

La anterior consideración se presenta porque tal como está planteado, el proyecto de 

Ley busca asistir a los medios de información que corresponden a “personas jurídicas de 

derecho privado”, es decir, se refiere a las empresas, y por tanto, la definición 

contemplaría exclusivamente a éstas. 

  

Es de advertir que la mayoría de periodistas en región operan sus medios de 

comunicación únicamente con la formalización ante las Cámaras de Comercio y en 

algunos casos se registran también con establecimiento de comercio. Se trata entonces 

de personas naturales que prestan servicios periodísticos, informativos, y/o que 

comercializan servicios de publicidad para desarrollar actividades propias de 

comunicación y periodismo. Por ello, en las circunstancias de la actual definición se 

estaría dejando de lado a los periodistas independientes.  

 

Con este abordaje incluyente, los efectos y beneficios que contempla el Proyecto y 

eventual Ley de la República se extenderían a la mayor cantidad de reporteros y, 

particularmente, a los más vulnerables en las regiones y principalmente afectados por la 

coyuntura actual y las consecuencias negativas de la pandemia por el COVID-19. 

 

5. Novedades FECOLPER 

5.1. Diálogos con periodistas 

Ante la incertidumbre ocasionada por la pandemia Covid-19, la Fecolper consideró 

valioso generar espacios académicos, formativos y de fortalecimiento organizacional, no 

sólo para sus afiliados sino para el público en general que trabaja con el derecho de 

información, con el fin de brindar herramientas que permitan afrontar las noticias del 

momento y la crisis financiera que ha causado la pandemia. 

 

Durante el año 2020, la Federación Colombiana de Periodistas realizó la II Cumbre 

Mundial de Periodismo, evento que se realizó en alianza con la organización 

Maximedios de forma virtual, del 3 al 6 de agosto; se contó con la masiva participación 

de más de 700 periodistas colombianos y el mundo que hoy cuenta con más de 5 mil 

visualizaciones en Youtube. Los temas abordados con expertos de la situación laboral de 

los periodistas en Colombia y de transición a un periodismo transmedia. 

 

La cumbre fue el despertar del gremio del periodismo en medio de la pandemia para 

hallar alternativas de conocimiento y de asociación que permitan avances en la calidad 

de vida, como en el mejoramiento de las habilidades en el mundo de la información a 

través de internet. 
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Asimismo, Fecolper realizó siete espacios de transmisión en vivo de “Diálogos de 

Periodistas”, en los que se ofrecieron capacitaciones y se exploraron temas de la 

organización del gremio en Colombia. 

 

Las temáticas que aún se pueden hallar en internet en el canal Escuela de Medios de la 

Fecolper y Maximedios son: Situación y condiciones laborales; Cómo hacer podcasts 

informativos, Cómo aplicar narrativas transmedia al periodismo, Cómo construir historias 

con datos, Organización y visualización de datos, Fake news y guerras híbridas, así como 

Reactivación económica y operación de medios de comunicación en Colombia, 

 
5.2. Curso DELAP Transmedia 

La Fecolper con el apoyo de Union to Union y la Federación Internacional de Periodistas 

siguió trabajando en el 2020 por el gremio de periodistas y ofreció de forma gratuita un 

curso en línea “DELAP Transmedia”, el cual se desarrolló a través de la plataforma 

escuelademedios.co, que cuenta con una completa herramienta en Moodle, en la que se 

desarrollaron clases en vivo y remotas. 

 

DELAP Transmedia abordó el derecho laboral para periodistas y construcción de 

narrativas de medios virtuales con el uso combinado de video, texto, audio y líneas de 

tiempo sobre el mundo del trabajo en Colombia, el cual se desarrolló entre finales de 

noviembre y diciembre de 2020. Este curso becó a 69 periodistas en Colombia, además, 

otorgó reconocimientos económicos a las 3 mejores iniciativas que se realizaron durante 

el ciclo de aprendizaje. 

 

Los ejes abordados fueron introducción al derecho laboral individual, respondiendo a la 

necesidad detectada por la Federación a raíz de varias investigaciones para el 

mejoramiento de las condiciones del trabajo de las y los periodistas, por lo que se 

profundizó en temas como desnaturalización del trabajo en el sector de medios de 

comunicación; contrato de trabajo y jornada laboral; prestaciones sociales y salario y 

sistema de seguridad social integral. 

 

De igual manera se extendieron Fundamentos de Periodismo Transmedia, cómo hacer 

líneas de tiempo, mapas y estudios de caso, elaboración de mapas con puntos, 

elaboración de mapas con recorridos, así como infografías y visualizaciones. 

 

 



 

6. Consideraciones finales 
 

-    Siendo que el trabajo periodístico es considerado una actividad esencial, los 

periodistas deberían estar incluidos con prioridad en plan nacional de vacunación contra 

la Covid-19. 

 

-    La Fecolper hace un llamado para que la aplicación del Decreto 003 del 5 de enero 

de 2021 “Estatuto de reacción, uso y verificación de la fuerza legítima del Estado y 

protección del derecho a la protesta pacífica”, garantice los derechos y libertades de los 

periodistas para el cubrimiento noticioso, se respete la libertad de prensa y el derecho 

ciudadano a estar informado. 

 

-    Es necesario que desde el Estado se fortalezca el acceso a la justicia de los 

periodistas, así como definir protocolos de prevención del acoso judicial y de lucha 

contra la impunidad de ataques contra la prensa. 

 

-    Teniendo en cuenta que se avecina nueva época preelectoral, es fundamental brindar 

garantías para el ejercicio periodístico en la cobertura de campañas políticas y, al mismo 

tiempo, los periodistas tienen el deber de ajustarse a la verdad, aportar contexto del 

escenario político, de mantener el equilibrio en la información que presentan a las 

audiencias y que con ello la ciudadanía pueda tomar decisiones informadas. 
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